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“La acción política en materia de Seguridad Social y sistema de pensiones, se ha venido desarrollando desde
1994 dentro de un espíritu de consenso y colaboración entre las diferentes formaciones políticas, respetan -
do la consideración de que constituye un problema de “Estado” que no debe hallarse sometido a los vaive -
nes de la conveniencia de intereses partidistas” (Declaración de los representantes de todas las formaciones
políticas miembros de la Comisión del Pacto de Toledo).

1. “Dentro de este espíritu se fraguó en 1995 el llamado “Pacto de Toledo” para garantizar la estabilidad
del sistema de pensiones”.

2. “En 1997 se aprobó la Ley de Consolidación y Racionalización del Sistema de la Seguridad Social que
ha sido, por ahora, la norma que ha desarrollado con mayor amplitud un buen número de las recomen -
daciones contenidas en el Pacto de Toledo”.

3. “En el comienzo de la actual legislatura (2000) se creó la “Comisión no permanente para la valoración
de los resultados obtenidos por la aplicación de las Recomendaciones del Pacto de Toledo”; esta
Comisión trata de abordar las principales variantes que inquietan a los responsables del mantenimiento
del sistema de pensiones. Esas preocupaciones giran sustancialmente en torno a las siguientes cuestio -
nes:

– Suficiencia de las actuales fuentes de financiación del sistema de pensiones.

– Conveniencia de crear sistemas complementarios de capitalización (Fondos de inversión, seguros de
vida, mutualismo, etc.).

– Medidas a adoptar ante los cambios demográficos que se proyectan sobre la población española:

– Envejecimiento de la población.
– Prolongación de la esperanza de vida.
– Crecimiento de la inmigración.

El 15 de febrero de 1994 el Pleno del Congreso de los Diputados de forma unánime aprobó 15 recomenda-
ciones sobre el sistema de Seguridad Social y sistema de pensiones. Estas recomendaciones se recopilaron
en un texto que se denominó “Pacto de Toledo”. El desarrollo normativo más significativo de dichas reco-
mendaciones tiene tres momentos destacados: 

Ley 24/1997, de 15 de julio, de consolidación y racionalización del Sistema de Seguridad Social 1. Esta ley
fue el resultado del Acuerdo Social entre el Gobierno y los sindicatos CC.OO y UGTde 9 de octubre de 1996.
Se abre un proceso de diálogo entre el Gobierno del PP y las fuerzas sindicales que da como resultado el
Acuerdo sobre Trabajo a Tiempo parcial y Fomento de la Estabilidad de 13 de noviembre de 1998

Ley 18/2001 de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria.

Ley 35/2002 de 12 de junio, de medidas para el establecimiento de un sistema de jubilación gradual y flexi-
ble.

Todas estas regulaciones normativas, desarrollan diferentes recomendaciones del Pacto de To l e d o .
Analizaremos exhaustivamente cada una de ellas y las contextualizaremos en sus desarrollos normativos y
las consecuencias sociales que los mismos han supuesto sobre el Sistema de Pensiones Público.
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RECOMENDACIONES 
DEL PACTO DE TOLEDO de 1994

SEPARACIÓN DE FUENTES DE FINANCIACIÓN

Las pensiones contributivas vía cotizaciones y las no con-
tributivas a través de los impuestos indirectos. Se realiza-
rá progresivamente, fijándose el tope de su separación
plena en el 2000. En esta primera recomendación del
Pacto de Toledo “ Separación y clarificación de las fuen-
tes de financiación”, la financiación de las prestaciones
contributivas dependerá de las cotizaciones, mientras que
las prestaciones no-contributivas y las universales de
sanidad y servicios sociales, se cubrirán mediante
impuestos.

Este sistema de financiación,  elimina el problema del
déficit, pues de aparecer superávit en el segmento contri-
butivo, se constituye un fondo de reserva que se inverti-
rá, para que en situaciones de reducción de cotizantes,
pueda cubrirse el déficit con el fondo. Un primer proble-
ma que pudiera aparecer: que se reduzcan los cotizantes
o las cotizaciones no fueran suficientes para cubrir las
prestaciones y el fondo de reserva tampoco cubra el “agu-
jero”. ¿Qué hacer? Sólo quedaría abierta una vía con este
sistema, la reducción de las prestaciones, bien variando el
módulo de cálculo, bien reduciendo la cuantía de la pres-
tación, etc.

Al financiarse vía PGE las prestaciones universales (sani-
dad, pensiones no contributivas y complementos de míni-
mos), se quiebra el principio de solidaridad y reparto,
a través de introducir el principio mercantilista: quien
cotiza cobra y según cuánto cotice así será la cuantía de
la prestación (principio de contributividad).

CONSTITUCIÓN DEL FONDO DE RESERVA

En los años en que se produzca u superávit en el sistema
financiado a través de cotizaciones, es decir, el contribu-
tivo (diferencia entre ingresos y pagos de prestaciones),
este excedente se invertirá para hacer frene a necesidades
deficitarias futuras del sistema.

Como ya se ha señalado estos excedentes se dedicaban a
sanidad, pensiones no contributivas y complemento de
mínimos. La misma patronal, a la firma del Pacto de
Toledo, puso el grito en el cielo pues consideraba que el
fondo de reserva debiera ser destinado en una gran parte
a financiar parte de la bajada de las cotizaciones empre-
sariales.

Las políticas adoptadas como recomendaciones en el 94
(Pacto de Toledo) en cuanto a la financiación del sistema,
fueron puestas en práctica de forma inmediata. En los
PGE de 1994 se rebajan cuotas empresariales y se
aumentan los ingresos vía impuestos indirectos, IV sobre
todo, lo cual enunciaba un serio ataque para el sistema
público de pensiones y negocio redondo para los seg-
mentos sociales más favorecidos.

Al rebajarse las cuotas de aportación a la Seguridad
Social, como la mayor parte de éstas son sufragadas por
los empresarios (desde una concepción “ius-laborista”
estas cuotas empresariales son consideradas salario
diferido), lo que sucede en la práctica es una liberal-
ización del coste de la mano e obra, es decir su
abaratamiento y, se carga por la vía de los impuestos indi-
rectos a todos los consumidores, en proporción inversa a
los ingresos (pagan más quienes menos obtienen y
reciben más quienes más ingresan). 

En los PGE de 1997 los impuestos indirectos crecen un
8,3% y los directos (los que se cobran proporcionalmente
tanto sobre las rentas/ingreso como sobre los beneficios),
lo hicieron en el 7,1%. Los PGE e los restantes años,
siguen la misma tendencia.

BASES DE CONTIZACIÓN

Ir destopando de forma progresiva las cotizaciones según
salarios reales, buscándose el límite del destope efectivo
en el 2000.

Este punto fue radicalmente impugnado por la patronal
por entender que además de no desarrollarse las recomen-
daciones del pacto de Toledo el cual dice que se “proced-
erá a rebajar los tipos impositivos de la cotización empre-
sarial”, se aumentan sus costes, toda vez que el gradual
destope les obligará a una mayor imposición. 

A fecha de 2003, no se ha llegado a la adecuación de las
cotizaciones a los salarios reales, quedando fijado el
límite máximo de cotización en 2.652 Euros (441.255
pts.), renunciando así en la propia práctica a una vía de
financiación (generación de mayores ingresos al sistema)
muy importante.

INVALIDECES

No existen variaciones para los supuestos de invalideces
absolutas y gran invalidez, es decir se continúa con el
mismo módulo de cálculo en la pensión que se estableció
en la reforma del 85. se crea una comisión para fijar la
imcompatibilidad entre pensión por incapacidad perma-
nente total y retribución por actividad laboral.

Se fijaba la necesidad de una lista que se tenía que elab-
orar sobre la graduación correspondiente de Incapacidad
Permanente (IP) –denominada así en aquella época- y los
porcentajes y módulos de cálculo de las mismas, por
entender que en este segmento existía un “alto fraude”
ante pensiones de invalidez construidas. 

Dos llamadas de atención sobre esa realidad a esos
momentos: una, que la pensión permanente total era del
55% de la base reguladora que invalidaba para trabajar en
la función y puesto acorde a las capacidades psicofísicas
del trabajador/a, pero posibilitaba trabajar en otro puesto.
Con la reforma anunciada, todo apuntaba que el traba-
jador/a tendría que apuntarse a una cosa u otra. La otra,
la IPT es causa de rescisión de contrato de trabajo por
parte del empresario, sin indemnización, a no ser que
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exista convenio o norma que obligue a trasladar a otro
puesto al trabajador invalidado. La posterior evolución de
la legislación en el sentido de la Invalideces empeora aún
más el panorama enunciado en el 94.

PERIODO DE CALCULO

Se amplía de los actuales 8 años (Ley 26/85) hasta 13, a
razón de un año más por año, finalizando el período en el
2001, en el cual el módulo de cálculo se realizará sobre
los últimos 13. A partir de ese momento se aplicará incre-
mentos al módulo de cálculo, más o menos rápidos (1 por
año, 2 por año, etc.) en función de la evaluación que los
firmantes hagan de los resultados obtenidos con la
ampliación.

Se hablaba de parar en los 15 años en esos momentos,
pero el Pacto de Toledo recomienda ir ampliando paula-
tinamente -según necesidades financieras del sistema-,
hasta contemplar toda la vida laboral del trabajador/a.
Desde la posición “técnica” de los firmantes no sería sino
aplicar el principio de contributividad, es decir, equidad
entre lo aportado y lo percibido.

PERIODO MÍNIMO DE COTIZACIÓN Y POMDERACIÓN

DE CADA AÑO COTIZADO

Se mantiene el período mínimo de 15 años para tener
derecho a prestación de jubilación contributiva. En este
supuesto -15 años-, cada año se evalúa al 4%, con lo que
nos encontramos que el trabajador/a le correspondería el
50% de la Base Reguladora (BR). El siguiente tramo es a
partir de 25 años que se percibiría el 80% de la Base
Reguladora y, para tener derecho al 100% de la BR, se
mantiene el mínimo de 35 años cotizados.

El problema que se origina es serio con los tiempos que
corren. Reunir 35 años de cotización puede resultar
misión imposible, debido a la actual estructura del mer-
cado de trabajo: rotación (desempleo-trabajo precario),
contratos a tiempo parcial. 

Hasta la entrada en vigor de la reforma del Pacto de
Toledo con 15 años de cotización se tenía derecho al 60%
de la Base Reguladora, ponderando a razón de 2,5 puntos
por año y ahora su ponderación es de 2.

El agravamiento se incrementa en las dificultades de
accesibilidad a prestación contributiva, al no eliminar el
período de carencia cualificada, es decir, obligación de
cotizar efectivamente o por suscripción de convenios
especiales con la seguridad social, al menos dos años en
el período computado para el cálculo (hasta ahora 8), a
partir de 1997 dos años dentro de los últimos diez y es a
partir de 1998 donde los dos años tienen que estar efecti-
vamente cotizados dentro de los últimos 15. Conclusión
bastantes pensiones se quedan sin derecho a pensión con-
tributiva y pasan a prestaciones no-contributivas.

PENSIONES DE ORFANDAZ Y VIUDEDAZ

Se amplía la pensión de orfandad de los 18 a los 21 años,

pudiéndose ampliar hasta los 23 años en el supuesto de
faltar los dos progenitores. Equiparación de pensión
mínima de viudedad para personas menores de 60 años, a
la de las personas de más de 60 años.

REGIMENES ESPECIALES

Se tenderá a la aproximación de forma gradual de las coti-
zaciones de estos regímenes a las del régimen general.

FONDOS PRIVADOS DE PENSIONES

Voluntad de potenciación de todos los fondos privados de
pensiones y en especial los del sistema de empleo a tra-
vés de mejorar la fiscalidad, es decir, las deducciones en
el impuesto de la renta y poder ser rescatados en todo o
en parte antes de la jubilación. Téngase en cuenta que ya
hubo una primera medida fiscal aprobada por todo el par-
lamento, de ampliación de la aportación con derecho a
deducción.

REVALORIZACIÓN DE PENSIONES

Se actualizarán de forma automática según inflación pre-
vista, con revisión en el exceso.

Las medidas que se adoptaron y sus consecuencias:
Las consecuencias de las medidas que se adopten, varían,
de adoptarse tan sólo para los nuevos pensionistas (medi-
das de maduración lenta), o por el contrario adoptándose
medidas para el conjunto de los pensionistas existentes
(de aplicación universal)

En el primer caso, medidas de maduración lenta, afec-
tarían tan sólo a los nuevos beneficiarios del sistema con
consecuencias muy concretas: ruptura del principio de
solidaridad y equidad; endurecimiento de las condiciones
de accesibilidad y reducción de las prestaciones.
Ejemplos de éstas serían:

– Aumento de la edad de jubilación.
– Aumento de los años de cotización en el cálculo de

la base reguladora.
– El reequilibrio de los puntos de pensión por año

cotizado y/o carreras completas más largas.
– Penalizaciones e incentivaciones por adelantar o

atrasar la jubilación.

En el segundo caso, medidas de aplicación universal,
afectarían a todos los pensionistas del sistema y sus efec-
tos, tanto en extensión como en intensidad. Sus efectos
tienen la “ventaja técnica” de ser más rápidos. La regre-
sión social, el daño, el endurecimiento de las condiciones
de accesibilidad con sus secuelas, tendría carácter uni-
versal. Medidas de este tipo serían aquellas que giran en
torno a la actualización de pensiones, bien reduciendo la
indexación en base al IPC, bien con fórmulas que dife-
rencien distintos IPC, pues según sustentan algunas teo-
rías, las necesidades de los pensionistas son diferentes a
las de otros colectivos (¡¡¡). Otras medidas en este senti-
do son aquellas que reducen los complementos de míni-

mos2.
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¿Hablamos de modelo mercantil o modelo solidario?
Del Pacto de Toledo destaca su coherencia interna: reco-
mendaciones de disminución de la contribución patronal
y aumento del número de años para el cálculo de la pen-
sión, destacando dos efectos inducidos: el trabajador/a
retrasa su edad de jubilación (medida que al mismo tiem-
po rebaja la cotización empresarial) y el otro efecto se
produce al recibir la prestación final minorada, el traba-
jador/a se ve inducido a suscribir un fondo de ahorro pri-
vado que complemente la disminución que el sistema la
produce.

¿Porqué hablamos de la coherencia del pacto? Porque
quienes lo suscribieron aceptan que el mercado es el sis-
tema más eficiente para asignar recursos (preámbulo de
la ley que desarrolla el Pacto de Toledo: “sistema más
eficiente de asignación de recursos”. 

Quienes suscribieron el pacto sostienen que la riqueza se
crea cuando se generan las condiciones para la inversión
y por ello se necesita del ahorro y sobre todo del ahorro
de los segmentos de la población con mayor capacidad de
generarlo, empresarios y capital financiero. Rebajar las
cuotas empresariales, supone disminuir costes saláriales
y generar ahorro el cual será invertido en la creación de

puestos de trabajo. Si aumenta el empleo (puestos de tra-
bajo), se crea más riqueza y llegados a este punto inicial,
la solución técnica propuesta se demuestra cierta y única.

En el entorno de esta filosofía política se mueve el traba-
jador/a, el cual, considerará que retrasando su edad de
jubilación aportará más al sistema, generará capacidad de
ahorro y una parte de lo que ahorrará al sistema (acepta-
rá como necesidad técnica, una pérdida en su percepción
debido al aumento de su período de cálculo), será un
menor gasto ya que su tiempo de permanencia como per-
ceptor de prestación pública, disminuye (jubilación más
tardía y menor consumo de recursos). Además, ese traba-
jador/a podrá optimizar sus recursos individuales (el aho-
rro que se queda él) invirtiendo en un Fondo Privado de
Pensiones.

La lógica económica les está diciendo a empresarios y
trabajadores que de actuar así se encuentran en el camino
correcto para potenciar la economía (condición impres-
cindible) y ambos individuos (empresario, trabajador)
entenderán que saldrán beneficiados.

La conclusión parece evidente: el Sistema Público de
Pensiones debe desaparecer por el bien de todos.

BOLETÍN INFORMATIVO

MEDIDAS

Aumento de las cuotas patronal y de los/as trabajadores/as

Consideración en el cálculo de la base reguladora de toda la
vida laboral

Aumento del número mínimo de años de cotización

Equiparación de los “puntos” por pensión por año cotizado

Incentivos y penalizaciones por anticipación o retraso en la
jubilación

Jubilación y trabajo a tiempo parcial en un rango alrededor de
la edad legal

Indexación de la pensión con el salario

MEDIDAS DE REFORMA DE LAS PENSIONES

EFECTO PREVISIBLE SOBRE LAS PENSIONES
MEDIAS FUTURAS Y SOBRE EL SISTEMA

Incremento de los recursos del sistema público

La pensión futura puede aumentar o disminuir según lo
haga la nueva base reguladora (la tendencia con los actuales
salarios y los períodos de cotización atemporales debido a la
alta rotatividad en el empleo, sería la disminución). Los gas-
tos por pensiones funcionarían en idéntica forma. Sólo
aumentarían los recursos totales del sistema si lo hiciera la
carrera media de cotización, lo cual, con la actual confor-
mación y tendencia del mercado de trabajo parece imposi-
ble.

El sistema reconocería menos pensiones y sus gastos dismi-
nuirían. Las carreras más largas aumentan los recursos del
sistema.

Las pensiones de las carreras cortas disminuirían y también
el gasto por pensiones. Los recursos totales aumentarían si
se alargan las carreras medias de cotización.

La pensión aumenta en el caso de los incentivos y disminu-
ye en el de las penalizaciones. El balance de gastos y recur-
sos se hace difícil de establecer pues hay que tener en cuen-
ta la variable del número de años de disfrute de la pensión.

Parece que no supondría un empeoramiento del balance del
sistema.

Si los salarios crecen menos que los precios, disminuirían las
pensiones y también lo harían los gastos por pensiones.



La primera ley consolida y profundiza lo avanzado en el
Pacto de Toledo en lo relativo a la separación y clarifica-
ción de las fuentes de financiación: prestaciones no-con-
tributivas se financiarán vía PGE y las contributivas con
cargo a las cotizaciones de empresarios y trabajadores/as.

La misma ley refuerza el principio de contributividad
para lo cual sé amplia el período de determinación de la
base reguladora de la pensión de jubilación, situando
dicho período en los últimos 15 años de cotización.

Establece así mismo el régimen de revalorización anual
automática de las pensiones en función del IPC.

El 16 de septiembre de 1999 Gobierno y las organizacio-
nes sindicales CC.OO y UGT suscriben el Acuerdo sobre
Revalorización de las Pensiones Mínimas del Sistema de
Seguridad Social para el año 2000, tanto de las contribu-
tivas como de las no-contributivas.

Se dota el fondo de reserva y es la ley 18/2001 de conso-
lidación presupuestaria quien en su artículo 17.2 estable-
ce que: “en el supuesto de que la liquidación presupues -
taria se sitúe en una posición de superávit, éste se apli -
cará del siguiente modo:

a) En la Administración general del estado reducirá su
endeudamiento neto.

b) En el Sistema de la Seguridad Social se aplicará
prioritariamente al Fondo de Reserva de la
Seguridad Social con la finalidad de atender a las
necesidades futuras del sistema.

Merece especial atención la regulación que se hace en la
misma, sobre dos aspectos insertados en el sistema finan-
ciero y necesidades de recursos. El primero se refiere a
las medidas de reducción o bonificación en las cotiza-
ciones a la Seguridad Social de los empresarios, siempre
justificadas como un instrumento de mejora de los índi-
ces de oferta de empleo (reducción de los costes salária-
les). El segundo, el acuerdo que adopta el Gobierno e
insta al Parlamento a su aprobación, de que se cumpla el
objetivo de estabilidad presupuestaria conforme al pro-
grama de estabilidad elaborado de conformidad con  lo
dispuesto en el Pacto de Estabilidad y Crecimiento de la
UE. Es decir, la detracción de fondos públicos con ori-
gen en gasto social para cumplir con el equilibrio
f i n a n c i e ro fijado en Ámsterdam 97 (Pacto de
Estabilidad).

La Ley 35/2002 de medidas para el establecimiento de un

sistema de jubilación gradual y flexible traslada al ámbi-
to normativo la recomendación décima del pacto de
Toledo de 1995 al establecer la regulación de la jubila-
ción parcial, compatibilizando la percepción de una pen-
sión de jubilación a cargo de la Seguridad Social con la

realización de un trabajo laboral3. Se incentiva el ahorro
del trabajador al aumentar el porcentaje aplicable a la
base reguladora, la cual podrá superar el cien por cien de
quienes permanezcan en activo más allá de los 65 años y
acrediten un mínimo de cotización  de 35 años y, por otra
parte, se reducen los costes laborales del empresario.

Con anterioridad a esta ley, CC.OO más la CEOE y el
Gobierno suscriben un Acuerdo para la Mejora y el des-
arrollo del Sistema de Protección Social (9 de abril de
2001). Este acuerdo contempla:

– Que los excedentes de cotizaciones sociales se desti-
nen prioritariamente a la dotación del Fondo de
Reserva.

– Profundizar la separación de fuentes, fijando un perí-
odo máximo de 12 años para que el Estado se haga
cargo de los complementos a mínimos.

– Se apuntan modificaciones en la regulación de la pen-
sión de jubilación por medio de introducir conceptos
de gradualidad, progresividad y flexibilidad en la
edad de jubilación.

– Modificaciones en las prestaciones de: v i u d e d a d
(aumento del 45% hasta el 52% con carácter general
o 70% en los casos de pensionistas con cargas fami-
liares). Orfandad (ampliación de la edad para la per-
cepción de estas pensiones (22 o 24 años). Pensiones
mínimas, incremento de las pensiones de viudedad y
de jubilación anticipada.

– Continuar en el camino de convergencia de los regí-
menes especiales con el régimen general.

– Colaboración en las áreas de lucha contra el fraude en
los ámbitos donde las partes estiman se produce, en la
incapacidad temporal y en el régimen agrario.

– Implantación de reducciones y bonificaciones en la
cotización respecto a tres colectivos: mujeres trabaja-
doras que se reincorporen después del período de
maternidad; trabajadores/as contratados/as con 55 o
más años de edad y trabajadores mayores de 65 años
que prolonguen voluntariamente su actividad.

– Se acuerda fomentar la previsión social comple-
mentaria a través de los planes de empleo, es decir,
fondos privados de pensiones.
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LAS POSTERIORES LEYES DE CONSOLIDACIÓN Y RACIONALIZACIÓN
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Y LEY 35/2002 DE MEDIDAS PARA EL ESTABLECIMIENTO DE UN SISTEMA

DE JUBILACIÓN GRADUAL Y FLEXIBLE



La historia argumental política acerca de la sostenibilidad
de los sistemas públicos de pensiones y sus necesarias
soluciones técnicas, es la historia del desmantelamiento
progresivo de los Sistemas públicos de pensiones y el
debilitamiento de los sistemas de protección social.

Emilio Botín, presidente del mayor grupo financiero de
este país declara sin ningún pudor con su demagogia neo-
liberal: “Que desaparezca la obligatoriedad de cotiza -
ción a la Seguridad Social y que cada ciudadano pueda
optar por acudir a una entidad privada para cubrir
totalmente su pensión...libertad de mercado, libertad de
elección entre el sistema público de pensiones y otro pri -
vado...” El modelo de la banca, del capital financiero es,
sin duda, el modelo chileno4.

Todos los estudios de expertos (la mayor parte de ellos
ligados a Fundaciones del capital financiero –BBVA, La
Caixa, Círculo de Empresarios, etc.-, FMI, BM,
Comisión Europea, OCDE) llegan a las mismas conclu-
siones: “No hay más remedio que retocar el grado de
protección social...”se debe considerar toda la vida
laboral para el cálculo de la prestación de jubilación...”
Especialmente agresivo y paradigmático  de la política de
recorte de gasto social, resulta ser el Presidente del
Círculo de Empresarios, Carlos Espinosa de los
Monteros. Argumenta que nos encontramos con un pano-
rama de “aumento creciente de los pasivos y disminución
continúa de quienes pagan cuotas”. Afirma categórica-
mente que “el problema de la viabilidad de las pensiones
no es político sino demográfico y aritmético. El percep -
tor de una pensión como inactivo permanecerá un pro -
medio de 18 años directamente vinculado al sistema de la
seguridad social, luego, ¿no parece esto suficiente para
que el modelo se deba replantear?” “Diferentes disyun -
tivas que  planean en el horizonte: reducir prestaciones,
subir las cotizaciones o aumentar los impuestos, directos
o indirectos, ¿qué opción elige cada segmento de la
sociedad?” “ Sistema de reparto o capitalización: las
ventajas del segundo en el debate social, se destacan
poco: potestad del ciudadano para individualizar sus
decisiones, acumulación del capital que este sistema
entraña con una enorme capacidad de financiar activi -
dades productivas”.

Los distintos Consejos Europeos (Lisboa, Laeken,
Barcelona) vienen adoptando una serie de recomendacio-
nes dirigidas a los Estados miembros de la Unión, para
que sus políticas sobre el gasto social sigan un proceso de
adopción coordinada de medidas de reforma. En los sis-
temas de pensiones se marcan once objetivos, los cuales
dividen en tres partes: 

1ª) Velar porque los sistemas de pensiones sean capaces
de lograr sus objetivos sociales. 

2ª) Mantener sus viabilidad financiera.
3ª) Responder a los cambios en las necesidades socia-

les: flexibilidad del mercado de trabajo, la igualdad
de oportunidades para hombres y mujeres y la adap-
tación de los sistemas de pensiones a las necesidades
individuales.

Los objetivos marcados por la UE, con diferentes mati-
ces, han sido contemplados en las medidas coordinas de
los distintos estados miembros de la Unión en los planes
estratégicos que enviaron a la Comisión Europea para
recibir de ésta su visto bueno. 

Son medidas implantadas con distintos grados de agre-
sión social, más agudo en aquellos estados donde el nivel
de origen del estado asistencial es muy bajo y menos gra-
voso para quienes su estado puede considerarse de bien-
estar.

Medidas adoptadas o en fase de implantación:
– Incentivar que los trabajadores de más edad perma-

nezcan en activo.
– Reducir el coste de pensiones y de los programas de

sanidad.
– Garantizar la viabilidad de las pensiones.
– Eficacia recaudatoria.
– Reducción de la carga impositiva.
– Utilidad complementaria de los sistemas de capitali-

zación.
– Potenciación de la incorporación de la mujer al mer-

cado de trabajo.
– Retraso de la edad de jubilación.
– Promoción de programas de integración social.
– Adaptación del sistema de pensiones a la movilidad

geográfica o profesional de los trabajadores.
– Política de Inmigración.
– Fomento de los índices de natalidad.
– Reforzamiento del vínculo actuarial entre cotizacio-

nes y prestaciones.
– Flexibilidad de los sistemas de pensiones.
– Constitución de un fondo de reserva
– Eliminación de los obstáculos fiscales de índole

transfronteriza a las prestaciones complementarias de
jubilación.

– Implicación de los interlocutores sociales en el proce-
so de reforma del sistema de pensiones.

– Vigorización del mercado de trabajo.
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PACTO DE ESTABILIDAD Y LAS REFORMAS
EN LAS POLÍTICAS DE GASTO

La UE en su Conferencia de Ámsterdam de Junio de
1997, define los déficit públicos como el problema cen-
tral. La Europa de los quince acuerda un "pacto de esta-
bilidad" consistente en mantener una disciplina pre-
supuestaria para siempre. El Plan de Estabilidad, prevé
multas del 0,2% del PIB a los países que superen el límite
de Déficit Público y de un 0,1% más, por cada punto que
dicho incumplimiento exceda de dicho límite.

El Déficit Público (la diferencia entre ingresos y gastos
de los Estados) debe estar por debajo del 3% del PIB. En
el caso del Estado Español la tasa de paro doble la media
europea y en los países provenientes del Este, de próxima
integración, las tasas de paro son aún más dramáticas. Si
además sumamos, el envejecimiento de las poblaciones y
el crecimiento de pensiones, el problema social puede lle-
gar a adoptar tensiones y conflictos de cierta envergadu-
ra, pues los Estados no pueden intervenir a través de
políticas monetarias (devaluación de sus monedas, por
ejemplo) y no tienen ninguna intención política de inter-
venir en las políticas de ingresos (aumento de la presión
fiscal sobre los capitales, los beneficios, las rentas altas,
las rentas financieras o/y establecer políticas radicales de
lucha contra el fraude fiscal, focalizado en las rentas
altas). 

Las consecuencias de las políticas monetaristas, -en la
zona europea la imposición del euro es su expresión y
dimensiona las mismas-, “obligan” a debilitar los sis-
temas de protección social (prestaciones de desempleo,
educación, servicios públicos, pensiones, sistemas sani-
tarios, etc.), precarizar el mercado de trabajo, desregular
los mercados de servicios (la energía y telecomunica-
ciones, esencialmente) y privatizar los servicios públicos,
con el fin de competir en esta economía globalizada con
el otro bloque hegemónico y dominante, los EE.UU.

La Comisión Europea en un reciente Informe, hecho
público en el mes de mayo de 2003, insta a los Gobiernos
de la Unión (tanto a los que forman parte de pleno dere-
cho como a quienes optan a la entrada a este “club del
capital globalizado”) a acometer profundas reformas en
los mercados de trabajo y en la política de gasto social
(prestaciones sociales). La Comisión alerta del “peligro
de que en las próximas décadas se produzcan desequilib -
rios financieros”. Concentra el riesgo en Alemania,
Grecia, España, Francia, Italia, Austria y Portugal. Todos
estos países corren riesgos de llegar a porcentajes
“insostenibles” de deuda pública, multiplicando por tres,
cuatro o cinco veces el límite establecido en Maastrich -
60%-. El pacto de Estabilidad, saltaría por los aires. ¿Qué
recomienda, obliga? Que los gobiernos de la Unión se
concentren en el gasto de las pensiones y el sistema san-
itario; mejorar el mercado de trabajo por medio de una
prolongación de la vida laboral; reducir la deuda y el
déficit.

Según la Comisión, para el caso español, en lo referente
al futuro de las pensiones, los cálculos del Ministerio de
Trabajo y los de la CE, son bastante dispares. Ni siquiera
se ponen de acuerdo en el % del PIB que supone el gasto
actual en pensiones; menos aún las proyecciones de unos
y otros. 

CALCULO PROYECTADO 
SOBRE EL GASTO EN RELACIÓN AL PIB

AÑOS GASTO GASTO
PENSIONES % PIB PENSIONES % PIB

C.E. Mª TRABAJO

2000 9,4 8,43

2005 9,2 7,98

2010 9,3 8,03

2020 10,2 8,56

2030 12,9 9,92

2040 16,3 12,06

2050 17,7 NO HAY PROYECCIÓN

Fuente: Informe Comisión, publicado en prensa diaria.

La degradación de los sistemas de protección está canta-
da. Los ritmos de dicha degradación dependen de fac-
tores políticos tales como,  el grado de legitimidad social,
el papel de las organizaciones de izquierda y de los sindi-
catos, los cuales pueden y son elementos de la global-
ización y disfuncionales para el sistema en la medida que
se enfrentan. 

Lo que si anuncia el Pacto de Estabilidad es una tenden-
cia clara de un cambio de orientación en las políticas de
protección social, la cual, desde el enunciado ideológico
se rige por el principio neoliberal de asistencialización de
la protección básica5 que se da a l@s ciudadan@s de los
países, acompañada de la mercantilización de la protec-
ción adicional (planes privados de pensiones, seguros,
etc.) para aquellos sectores sociales instalados e integra-
dos, junto con la territorialización de la protección social
y expulsión de los inmigrantes de los beneficios de la
misma.

Desde esta concepción, la protección social no se otor-
garía a un sujeto político, el ciudadano/a, que por el sim-
ple hecho de ser ciudadano6 tiene derecho a la prestación
social, sino que ahora se presenta a l@s beneficiarios de
prestaciones como usuarios o consumidores de un servi-
cio. Las prestaciones  son consumidas dejando de ser
necesidades sociales necesarias socialmente de cubrir, y
de esta manera “mágica” entran en el mercado de bienes
y servicios y en consecuencia el “mercado es el mejor
medio de asignación de recursos”. 

La apuesta por la mercantilización, abarca cualesquiera
de los aspectos de la protección social.
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Las conclusiones vienen precedidas de un preámbulo que
justifican las recomendaciones que se hacen para su pos-
terior desarrollo normativo, tanto en esta legislatura
como en las siguientes.

El grado de consenso alcanzado -mayoría absoluta de
todas las fuerzas políticas institucionales, con la excep-
ción de IU que se abstiene de forma positiva (¡¡¡)-, mues-
tra la necesidad política de no encontrar fisuras institu-
cionales (representantes) ante la gravedad de las medidas
a adoptar.

La propia Comisión Europea recomienda en su Informe
de racionalización de los Sistemas de Pensiones que “No
se trata simplemente de una tarea para tecnócratas. Sin
un liderazgo firme y un fuerte apoyo público a las medi -
das necesarias de reforma no será posible construir
unos sistemas de pensiones sólidos”.

La valoración hace un recorrido desde los orígenes del
Pacto de Toledo (1995) fruto del consenso de todas las
fuerzas políticas que asumen la viabilidad financiera del
modelo de reparto y solidaridad intergeneracional de
Seguridad Social. Las dos líneas de avance: consolida-
ción del sistema y reformabilidad para su aseguramiento
son las dos constantes en las políticas de los diferentes
gobiernos.

En 1997 se introducen elementos en el sistema que ase-
guran los niveles de proporcionalidad entre las prestacio-
nes contributivas y las rentas de activo, es decir valorar
las carreras de cotización. El reconocimiento de las pen-
siones no-contributivas y la universalización de la sani-
dad, así como su financiación a cargo de los PGE. Las
leyes de planes de pensiones y sus reglamentos, la exte-
riorización de los compromisos por pensiones, completan
el diseño  de un determinado modelo de Seguridad
Social, prefigurado en el Pacto de Toledo.

El proceso previo de negociación y acuerdo con los agen-
tes sociales (CC.OO y UGT) se estima por la Comisión,
como de extraordinaria importancia. Ambas partes
entienden que es necesario racionalizar el Sistema.

Aún evaluando la buena dirección de las recomendacio-
nes y normas de desarrollo legislativo de las mismas y su
posterior aplicación, consideran que en los últimos ocho
años se han producido importantes novedades en la reali-
dad social española que es imprescindible contemplar y
actualizar las recomendaciones del Pacto de Toledo.

Constatan datos de empeoramiento que fueron la causa
de intervención en el sistema. En síntesis serían:

– Envejecimiento de la población española a medio
plazo: la población menor de 25 años se ha reducido
en 2,4 millones de efectivos. Las personas mayores
de 65 años en adelante han aumentado en 1,4 millo-
nes. El número de nacimiento se ha reducido drásti-
camente y en el 2015, período en el que se jubilarán
las personas nacidas durante la guerra civil y su inme-
diata posguerra, se producirá un aumento en la tasa de
dependencia7. Unido a una tasa de ocupación contra-
ída se fija como objetivo fundamental el crecimiento
del empleo, fundamentalmente de las mujeres y de
los mayores de 50 años.

– Se hace incompatible un incremento de la tasa de
ocupación de la mujer sino se adoptan medidas de
forma urgente que permitan c o m p a t i b i l i z a r l a
maternidad con el pleno desarrollo laboral y pro-
fesional de las madres . Medidas de reordenación de
los servicios sociales, cambio de hábitos y comporta-
mientos familiares, sociales y empresariales.

– La inmigración como paliativo del problema de la
insuficiencia de activos. La Comisión entiende que
los flujos migratorios son positivos para el creci-
miento económico, el desarrollo del país y el sosteni-
miento del sistema público de pensiones.

– El Pacto de Toledo tiene que actualizarse en función
de los objetivos del Pacto de Estabilidad y
Crecimiento. Las reformas de las pensiones deben
realizarse en el contexto de los programas de estabili-
dad y afrontar de forma preferente la reducción de
la deuda pública.

Sobre la base de las anteriores consideraciones la
Comisión del Pacto de Toledo proceden a incorporar
nuevas propuestas para afrontar los cambios habidos
desde 1995 en la realidad social e institucional de
España.

DESARROLLO DEL PACTO DE TOLEDO

– Separación y clarificación de las fuentes de finan-
ciación: realizar la culminación efectiva dentro del
plazo de vigencia de estas recomendaciones, es decir
cinco años. Las cotizaciones sociales deberán garan-
tizar la cobertura de las prestaciones contributivas y
al hacer las previsiones sobre el gasto en pensiones se
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debe contemplar el tipo de cotización preciso para
financiar dicho gasto. La fiscalidad debe hacer frente
a la bonificación en las contrataciones dirigidas a gru-
pos de especial dificultad en la búsqueda de empleo.

– Mantenimiento del poder adquisitivo de las pen-
siones: consolidar el sistema de revalorización auto-
mática según IPC previsto en PGE y en los supuestos
de IPCs inferiores, se consoliden con carácter perma-
nente en las pensiones.

– Fondo de Reserva: potenciarlo y capitalizarlo.

– Financiación, simplificación e integración de regí-
menes especiales: adecuación de las cotizaciones de
determinados regímenes especiales respecto a los
niveles de protección que en la actualidad disfrutan.
Seguir avanzando en la equiparación de los autóno-
mos al Régimen General de la Seguridad Social.

– Mejora de las bases de cotización: se sigue reco-
mendando el estudio de la situación actual con el fin
de aproximar las bases de cotización a los salarios
realmente percibidos.

– Cotizaciones orientadas al empleo: las políticas de
bonificaciones y exoneraciones de cotizaciones
sociales, se estima son el mejor instrumento para
favorecer la incorporación o permanencia en el mer-
cado de trabajo de personas con especiales dificulta-
des de acceso o en situaciones de riesgo de expulsión:
mujeres, mayores de 50 años y prolongación de la
vida laboral más allá de los 65 años.

– Modernización e información al ciudadano

– Gestión del sistema

– Lucha contra el fraude: luchar contra la economía
irregular y analizar la relación economía irregular e
inmigración ilegal. Filiación inadecuada al régimen
de autónomos.

– Sobre el carácter contributivo del sistema: reforzar
el principio de contributividad como elemento básico
para la preservación del equilibrio financiero del sis-
tema.

– Edad de Jubilación: reforzamiento de los efectos
beneficiosos para el sistema de la permanencia en el
mercado de trabajo de los trabajadores de más edad.
Corregir las diferencias de prestaciones que se pue-
dan producir en las jubilaciones anticipadas. 

– Prestaciones de viudedad y orfandad: mejorar el
porcentaje de pensión y mayor cobertura.

– Solidaridad y garantía de suficiencia: un brindis al
sol literario.

– Sistemas complementarios: se constata el insufi-

ciente grado de desarrollo de la previsión comple-
mentaria en España y la necesidad de seguir refor-
zándola. La Comisión entiende que se deben facili-
tar y primar la extensión e incorporación en pla-
nes privados de pensiones  de empleo y seguros
colectivos sobre la vida del mayor número de tra-
bajadores, incluido el sector público. Hay que faci-
litar el desarrollo normativo que permita claramente
la extensión social de estos planes financiados total-
mente con aportaciones privadas.

RECOMENDACIONES ADICIONALES: especial atención a:
nuevas formas de trabajo y desarrollo profesional (exten-
sión del trabajo a tiempo parcial, la incidencia del empleo
temporal y nuevas posibilidades de compatibilidad entre
salario y pensión o subsidio). Mujer y protección social
(conciliación entre la vida familiar y laboral; nuevas rea-
lidades por separación y divorcio y cuidados).
Dependencia (que se regule de forma inmediata una
definición de dependencia, la situación actual de cobertu-
ra, los retos previstos y las posibles alternativas para su
protección). Discapacidad (desarrollo del artículo 49 de
la Constitución). Inmigración (regular los flujos migrato-
rios como elemento de estabilidad de nuestro sistema de
protección social). 

Y por último la Comisión recuerda la necesaria coordi-
nación en el ámbito de la Unión Europea, centrada la
misma sobre tres ejes:

a) Enfoque global para abordar el reto del envejeci-
miento de la sociedad europea.

b) Sostenibilidad a largo plazo de las finanzas públicas.

c) Políticas económicas y presupuestarias orientadas a
la estabilidad, al crecimiento y a la mejora del gasto
social.
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En primer lugar analizamos el desarrollo del Pacto de
Toledo en este año 2003:

SEPARACION DE FUENTES DE FINANCIACION:
“Las pensiones contributivas vía cotizaciones y las no
contributivas a través de los impuestos indirectos. Dicha
separación se hará progresivamente, fijándose el plazo de
5 años como tope de la separación”. 

Al financiarse vía Presupuestos Generales del Estado
(PGE) las prestaciones universales: sanidad, pensiones
no contributivas y pensiones asistenciales, se quiebra el
principio de solidaridad y reparto, por medio de introdu-
cir en el sistema CATEGORÍAS DE GESTIÓN MER-
CANTILISTAS: quien cotiza, cobra y cuanta mayor sea
su cotización, mayor la cuantía. En la práctica, con un
endurecimiento en los requisitos de accesibilidad a la
prestación contributiva (15 años mínimo), alta rotación
en el mercado de trabajo (trabajo temporal – desempleo –
trabajo temporal) y cotizaciones muy bajas, supone des-
plazar a más de un tercio actual de la población activa al
segmento de prestación mínimo, es decir, a la pensión
mínima existente en el momento de su jubilación8.

Solamente, con la actual configuración del sistema de
mercado, un segmento de trabajadores/as estables, en su
mayoría hombres y de grandes empresas (multinaciona-
les – transnacionales), con medias de antigüedad laboral
de entre 20/30 años,  accederán a una pensión contributi-
va superior a la media. Aceptar la condena en origen
(diseño de la solución), como la solución, es aceptar la
opción de política económica que parece ser traída del
tiempo de Bernard Mandeville9: “hacen falta amplios
márgenes de pobres laboriosos dispuestos a trabajar casi
por nada, cuando se produce para competir y exportar”,
lo cual no deja de ser un fiel reflejo de lo establecido en
el Preámbulo de la 

Ratificación del Pacto de Toledo(PT), cuando se afirma
que “el PT ha de actualizarse en función de los objetivos
del Pacto de Estabilidad y Crecimiento”.

Las prestaciones universales (sanidad y pensiones no
contributivas), financiadas vía PGE, legitima al Estado y
a las CCAA, para la creación de nuevas tasas (impuestos
indirectos), profundizando la ruptura del principio de
solidaridad y reparto, generando una solidaridad inver-
sa, la de los pobres para con los ricos.

EL FONDO DE RESERVA, pasa a constituir un siste-
ma de capitalización, el cual funciona con la misma lógi-
ca que cualquier sistema de aseguramiento privado-

financiero. Las diferencias entre lo que se ingresa anual-
mente vía cotizaciones y los gastos en prestaciones, antes
se dedicaban a complementos de mínimos (pensiones
contributivas muy bajas por falta de años de cotización o
cotizaciones muy bajas), a pensiones no contributivas y a
asistencia sanitaria. Se repartía con criterios de solidari-
dad, para quien lo necesitaba. 

El excedente, que ha oscilado entre los 400.000 y los
800.000 millones de pts. cada año desde 1996 (primer
año de aplicación de separación de fuentes) ha sido utili-
zado por el gobierno del PPpara financiar el déficit públi-
co y así cumplir con lo establecido en el Pacto de
Estabilidad (déficit menores del 3% del PIB).

La opción política de sólo proteger a quién ya se encuen-
tra en las mejores condiciones para ser protegido (traba-
jadores estables, con años de cotización y salarios medios
altos) muestra el mundo al revés y oculta las consecuen-
cias de las políticas monetaristas, las cuales en nombre
del mercado y la competitividad, recorta las prestaciones
sociales de la mayoría de la población (pensiones, des-
empleo, sanidad, etc.) y financia a través de sistemas de
impuestos indirectos, -exonerando de pagar proporcio-
nalmente a sus ingresos a los segmentos de renta más
altos- las pensiones y prestaciones mínimas a las cuales
se les condena.

PERIODO DE CALCULO, se insiste en aumentar el
mismo a toda la vida laboral. Las pérdidas sobre pérdi-
das (pensiones insuficientes en la mayoría de los pensio-
nistas), solo muestran el grado de deterioro social y polí-
tico que las poblaciones estamos dispuestos a consentir.
En el 85 con el PSOE, la racionalización del sistema de
pensiones, amplio el período de cálculo de 2 a 8 años
(pérdida entre el 6%/10% ). En el 96, PP, Patronal y
Sindicatos mayoritarios, vuelven a racionalizar y se
amplia dicho período de los 8 hasta los 15 actuales (pér-
didas entre el 7%/13%). Cualquier modificación en el
período de cálculo, tiene un impacto directo, que su grado
es más o menos intenso, en función de dos variables: una,
años de alargamiento y dos, ponderación porcentual de
cada año cotizado. De alargarse efectivamente a toda la
vida laboral, los técnicos matemáticos, estiman un
impacto en la pensión media actual (771,51 euros) de
unos 164,33 euros.
Otras recomendaciones ya en marcha a través de las dis-
tintas leyes de PGE y correspondientes leyes de
Acompañamiento, van en la misma línea: reducción de
cotizaciones empresariales para determinados contra-
tos, con el consiguiente efecto de liberalización del coste
de la mano de obra e incremento de ingresos vía impues-
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tos indirectos los cuales gravan en proporción inversa a
las rentas: pagan más quienes menos obtienen y reciben
más quien más ingresa. Alargamiento de la vida labo-
ral (retraso de la jubilación), logrando de esta forma
que el trabajador aporte más al sistema, se liberalice el
coste de su mano de obra, genere más capacidad de aho-
rro para el sistema, el cual gastará menos al permanecer
el trabajador menor tiempo en prestación y por último un
mayor ahorro individual que le llevará a suscribir un
fondo privado para mantener su “status”.

LA INMIGRACION –REGULADA- 
COMO ELEMENTO DE ESTABILIDAD 
DEL SISTEMA DE PENSIONES
La Comisión de desarrollo del Pacto de Toledo hace ref-
erencia al informe de NNUU sobre Migraciones de
Sustitución. Este informe evalúa los contingentes de
inmigrantes necesarios en el primer mundo para manten-
er los Estados Asistenciales, deteniéndose en la propor-
ción de activos/jubilados. Lo que comúnmente se denom-
ina relación de dependencia.

Los países desarrollados, con diferentes grados, ostentan
unas tasas de fecundidad bajas o muy bajas. En el caso
del Estado Español el promedio de hijos por mujer se
sitúa en 1,26, siendo uno de los valores más bajos de
Europa. Problemas estructurales y atávicos, carencia de
servicios sociales para el cuidado de l@s hij@s, carencia
de empleos, vivienda y negativa de las mujeres a seguir
realizando dobles jornadas ante la renuncia de los hom-
bres a asumir un comportamiento ético de cuidados (tra-
bajo fuera del domicilio y cuidados de las personas
dependientes –hij@s, personas mayores o con discapaci-
dades), son razones explicativas de la baja tasa de fecun-
didad.

En estos mismos países se produce un creciente enve-
jecimiento de la población y un alargamiento del tiem-
po de vida, con descensos en los tamaños poblaciones en
todos los países. España perdería, según el informe, 9,4
millones de personas entre el año 2000 y 2050, pasando
su porcentaje de población de 65 y + años de los actuales
17 millones a 37 millones.

El planteamiento de NNUU trata de aparentar o mostrar
que nos encontramos ante un problema técnico y en con-
secuencia las migraciones son abordadas como solución
técnica. NNUU silencia y desplaza conscientemente los
problemas sociales, culturales, económicos y políticos de
estas tendencias mundiales en los países del primer
mundo: bajas tasas de fecundidad, bajas tasas de mortal-
idad, envejecimiento de la población, alargamiento de la
edad y mantenimiento de los Estados Asistenciales. 

NNUU renuncia a explicar el porqué se producen migra-
ciones internacionales que obedecen a distintas causas:

división internacional del trabajo; relaciones desiguales
entre los países desarrollados y a los que se condena al
subdesarrollo permanente (dependencia estructural,
deuda externa endémica, colonización económica, etc.);
ausencia de democracia en los países de origen y repre-
sión política. 

Al mismo tiempo NNUU obvia las consecuencias en las
poblaciones de los países de acogida, las políticas sobre
contingentes de inmigrantes en los distintos países del
primer mundo, la utilización de una mano de obra en rég-
imen de “semi esclavitud” y como ejército de reserva
para tirar hacia abajo las condiciones laborales, el trafico
de personas (en especial mujeres, prostitución), las legis-
laciones unificadas de los bloques económicos (Japón,
EEUU, UE) que responden a necesidades productivas e
impiden que los inmigrantes sean considerados ciu-
dadan@s, la ideología o adoctrinamiento racista, etc.,
todo esto queda en un plano de la realidad que no se
muestra.

Las migraciones internacionales sólo son abordadas
como una de las soluciones técnicas para el manteni-
miento de los Estados Asistenciales del primer mundo. 

SISTEMA COMPLEMENTARIO: 
FONDOS PRIVADOS DE PENSIONES
Los Planes privados de Pensiones en el caso español, a
finales del 2002, movían unos activos (patrimonios) de
48.000 millones de euros, con 6,5 millones de benefi-
ciarios en sus tres modalidades: individual, asociado y de
empleo. En los cuadros estadísticos, al final del docu-
mento, se muestra la capacidad financiera de los Fondos
de Pensiones en el mundo.

Estos sistemas tuvieron un fuerte crecimiento como con-
secuencia del desarrollo de la Ley de Ordenación del
Seguro Privado 30/95, que obligaba a la externalización
de los fondos internos de pensiones y el 99 con la regula-
ción reglamentaria que potencia el sistema complementa-
rio a través de dos productos fiscalmente beneficiosos del
ahorro: los planes de pensiones privados del sistema
empleo y los seguros colectivos sobre la vida.

¿Qué se hace con todos estos activos provenientes del aho-
rro privado?. Grandes cantidades de éstos se invierten en
Fondos de Inversión que son productos financieros pro-
pios que ofrecen altas rentabilidades y fiscalidad blanda. 

La colocación de estos fondos de pensiones (hiper millo-
narios, en productos financieros ligados fundamental-
mente con la financiación de los Estados (deuda pública,
pagarés del Tesoro, Obligaciones) y la renta variable
(especulación a través de Bolsa), tienen una importancia
vital ya que el control de los mismos confiere un gran
poder social a quien ostenta dicho control.

12

BOLETÍN INFORMATIVO



Son fondos provenientes del ahorro, es decir capital-dine-
ro que sólo persiguen su incremento al margen de cual-
quier consideración social. Se utilizan para la especula-
ción financiera pero no crean riqueza social.

Nos encontramos con elementos contradictorios puesto
que sectores importantes de la población (clase obrera
media, sindicalizada) que viven la tensión de ser asalari-
ad@s y explotad@s, al mismo tiempo participan de la
lógica del sistema –compra acciones, especula en bolsa,
invierte en fondos de inversión, etc.-, creándose una
comunidad de intereses entre el individuo y la lógica
mercantil. 

Gran parte de esa población inversora 8,5 millones de
personas (capitalismo popular) son asalariad@s. Estas
identidades transversales son consecuencia, en alguna
medida, de la falta de resistencia y negación de los pro-
pósitos del mercado.

En el capitalismo maduro el principio del crecimiento
económico (el progreso ilimitado) es la condición de la
creación de empleo. El empleo es necesario para generar
recursos vía cotizaciones. Las cotizaciones son la condi-
ción de una economía solidaria, siendo ésta quien permi-
tirá aplicar políticas de solidaridad activa, es decir, que
”los beneficios se atribuyan con mayores cotas de
racionalidad y contributividad” (Exposición de moti-
vos de la Ley 24/1997 de Consolidación y
Racionalización del Sistema de Seguridad Social).

Este modelo se construye sobre el principio de la inver-
sión privada, la cual a su vez depende de una sola varia-
ble, el incremento del beneficio.

LA ECONOMÍA 
y sus soluciones…malos tiempos
El problema de la prestación suficiente y para todos y
todas, no puede abordarse desde el mundo de la ciencia,
-la economía de mercado-, pues sus soluciones están
ajustadas a las “leyes naturales” del sistema, las cuales
demuestran desde sofisticados modelos matemáticos (los
Presupuestos Generales del Estado –PGE- son un fiel
reflejo de esos modelos) que los derechos sociales, las
pensiones, la sanidad, las prestaciones de desempleo, las
prestaciones para cuidados de personas dependientes, las
prestaciones para excluidos, pobres, etc., son lujos insos-
tenibles, que tuvieron su momento en Europa en una
época histórica que el capital necesitó para sostenimiento
del orden social.

Los procesos de valorización del capital, cada vez más
globales, sin regulación, hoy hacen posible recuperar los
beneficios, a través de sistemas sin consenso social. La
competitividad constituida como valor universal en nues-
tro contexto histórico, se decide sobre todo mediante el

abaratamiento de los costos de producción. Y ahí, el pre-
cio de la mano de obra (precio que incluye condiciones
de trabajo y de vida), tanto en activo, como en situación
de no – activo, debe ser depreciada constantemente, de
acuerdo con esta lógica.

En este marco lo que es bueno para la economía, margi-
na a la gente. Los gobiernos reales del mundo –BM, FMI,
OCDE, OMC, UE- y las transnacionales, sostienen la
necesidad de reducir las expectativas de modos de vida
autónomos, suficientes, respetuosos con el entorno; pul-
verizar lo colectivo como valor de solidaridad y mecanis-
mo de corrección de las desigualdades; producir sujetos
mínimos, disponibles,  amoldables y flexibles a los
requerimientos de la competitividad.

La legitimidad de este orden, depende de mantener como
comprensible, inexorable10 y sin alternativa, los proce-
sos de desregulación del mercado laboral, los desmante-
lamientos de los Estados Sociales, la negación de los
derechos democráticos fundamentales, la criminalización
de quién se oponga a los dictados de la economía. Es la
seguridad que necesita el capital, la cual se sustenta sobre
la precariedad de la población. Precariedad amplia, labo-
ral, social, moral y política.

Desde el Gobierno del PP y desde la lógica sustentada
por el consenso amplio de la Comisión del Pacto de
Toledo, se utiliza la política económica, con su mecanis-
mo principal, los Presupuestos Generales del Estado,
como un elemento de responsabilidad basado en generar
confianza en una doble vía. Por una parte, -su verdadero
fin-, generar confianza y seguridad para los inversores
(capital), y por otra, escenificar ante las poblaciones
estabilidad a través de una publicidad de logros y des-
empeños impecables, los cuales permiten reducir los
temores ante la incertidumbre y poder  así administrar las
angustias de la gente (futuro, salarios, pensiones, vivien-
das, etc.). 

Si lo concretamos en el tema de pensiones públicas sufi-
cientes, -en ese futuro proyectado del tiempo de vida
cada vez más extenso, no dependiente del trabajo asala-
riado-, según la última encuesta realizada por la patronal
de seguros (UNESPA), el 85% de la población conside-
ra que son ellos quienes tienen que garantizar su jubi-
lación, porque creen que la pensión de jubilación pública
será absolutamente insuficiente para vivir.

Hace unos días, el Estado, ha creado el mayor fondo de
pensiones privado del sistema de empleo con todo su per-
sonal (funcionarios y personal laboral), 500.000 perso-
nas. En un tiempo corto el capital financiero gestionará
miles de millones que salen, o no entran, en el sistema
público.
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LOS ESTUDIOS 
DE LAS GRANDES CORPORACIONES 
SOBRE PROYECCIÓN DEL FUTURO 
La literatura es tan abundante y reiterativa que siempre
nos encontraremos con estudios de simulación en todos
los países (sobre todo en aquellos de la UE –Alemania,
Francia, Austria, Italia, Portugal, etc.- que sus gobiernos
tienen problemas con el déficit marcado en el Pacto de
Estabilidad) y resultados o conclusiones fijando mecanis-
mos de corrección o salvación, pero finalmente todo con-
cluye en un elemento clave: en el año 2020, 2045, o 2180
el sistema quiebra sino se actúa. 

Estos estudios trabajan con categorías económicas -
(supuestamente no políticas, como si las mismas fueran
elegidas por una ley sobrenatural, sin determinación de la
voluntad de los individuos)-, sesgadas  o con una visión
limitada (orientada) por el mercado en los procesos de
creación de valor. Por ejemplo no se trabajan categorías
como las tareas sociales, el cuidado de los mayores/hij@s
que no existen para la economía porque se realizan den-
tro de la solidaridad familiar o personal. 

La mayoría de estos estudios, en una época de universa-
lización de la forma mercancía, de santificación de los
mecanismos de mercado, tienen la intención -ni siquiera
el trasfondo-, de potenciar los fondos de pensiones de
gestión privada.

El logro de los mismos es incrementar en el ciudadan@
medio el temor al futuro  -en gran medida el terror a
quedarse sin pensión o sin prestación suficiente-, con la
simple mención de problemas catastrofistas, los cuales
parece que no obedecen a unas causas ni tuvieran respon-
sables. Son como las plagas y las pandemias de la
antigüedad, ante lo cual se instala socialmente, la
inevitabilidad de unas determinadas actuaciones.

El mercado recibe la transferencia de fondos billonarios
públicos que actualmente se gestiona en las arcas públi-
cas, como una “bendición del cielo” para gestionarlos
privadamente. Son en consecuencia opciones políticas.
Toda la UE anda en ello.

LA POLITICA y sus contradicciones
Quienes sustentan que el problema financiero aparece
como lo constitutivo del sistema de Seguridad Social, no
pueden plantear otras soluciones que no vengan dadas de
la mano de lo económico y por lo tanto las causas políti-
cas del “problema” quedan nuevamente escondidas: ¿qué
políticas se adoptan sobre los flujos de inmigrantes, sobre
la inmigración como elementos cotizantes-productivos
para mantener los estados asistenciales del primer
mundo11? ¿porqué no se necesita la misma cantidad de
mano de obra y tan siquiera si ésta es deseable o necesa-
ria desde un planteamiento de desarrollo armónico con la
naturaleza y con la humanidad en su conjunto? ¿porqué

no se dice que si el producto social no ha cesado de
aumentar qué necesidad existe de reducción, cuando la
sociedad en su conjunto podría tener cubiertas sus nece-
sidades sociales de vida? ¿qué cantidad de producto
social se está dispuesto a emplear para necesidades socia-
les? En definitiva, porqué no se pregunta a la sociedad
ya que nos hallamos ante una opción social.

Abordado el problema desde el mundo de la voluntad y
de la fuerza, es decir, desde la política, los Estados tienen
que definir las necesidades existentes en la sociedad, fijar
las prioridades sociales y adoptar decisiones a la inversa
de lo que se está haciendo y la tendencia del empeo-
ramiento. 

Hoy con recursos suficientes, producto social suficiente,
hay que redistribuirlos buscando siempre la equidad
social. El equilibrio financiero de los sistemas de pensio-
nes, esgrimido como argumento por la Comisión
Europea, sólo busca que los Estados cumplan con el
Pacto de Estabilidad. Este equilibrio financiero no es
aplicable y, mucho menos exigible, a otras partidas pre-
supuestarias, tanto nos refiramos al Presupuesto de la UE
como a los presupuestos de los Estados.

En el estado Español se dedicaron recursos ingentes a
sanear la “crisis del sistema bancario “ (concentración de
capitales), a financiar la reconversión industrial, etc. En
los PGE no se requiere equilibrio financiero para partidas
como Ministerio de Defensa, la Casa Real, Ministerio del
I n t e r i o r, etc. En la UE la aportación a la A l i a n z a
Atlántica, el Ejército Europeo, los miles de millones de
euros dedicados a la represión de la inmigración, etc.

Es falso que se haga necesaria la racionalización de los
sistemas de pensiones, cuando gran parte de las cuentas
de los Estados no siguen criterios de equilibrio y las deci-
siones sobre los gastos que generan son absolutamente
contrarias a las necesidades sociales existentes.

La paradoja política a la cual nos enfrentamos: por una
parte, nos venden el mejor mundo posible y el discurso
económico contribuye a la aceptabilidad social del pro-
yecto político y, por otra, sectores enteros, millones de
personas perjudicadas en todos sus planos (social, 
cultural, político, ecológico, modos de vida), nos hace
pensar que tenemos que adaptar nuestra retórica y nues-
tra práctica política, a la búsqueda social de una alterna-
tiva ética – política que esté basada en la democracia y la
ciudadanía y ser capaces de romper esta lógica mercantil.  

BIBLIOGRAFÍA UTILIZADA Y CONSULTADA:
Pacto de Toledo de 1995.
Informe de la “Comisión para la Valoración de los
resultados del Pacto de Toledo”
Informe de NNUU sobre migraciones de sustitución.
Informes de la Comisión Europea
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1 La primera gran reforma del sistema español de pen-
siones tuvo lugar en 1985 a través de la ley 26/1985. Ley
que se publica con el consenso unánime de todas las
fuerzas políticas, a excepción de los diputados del PC y
alguno del grupo mixto. En su preámbulo se justifica la
reformas introducidas en esta ley debido a la necesidad
del aseguramiento del sistema financiero de las pensiones
y la necesaria racionalización del sistema de pensiones.
Se eleva el período de cálculo de la pensión de 2 a 8
años. CC.OO convoca Huelga General en solitario y
dimite como diputado el entonces Secretario General de
UGT, Nicolás Redondo.

2 El 39,2% de las pensiones estaban afectadas por el
complemento de mínimos, repartiéndose por regímenes y
prestaciones de la siguiente manera: pensiones de
viudedad 50,5%. Pensiones de autónomos 60,6%.
Empleadas de hogar 59,3%. Pensiones del régimen
agrario por cuenta ajena el 56,6% y por cuenta propia el
55,2%.
El valor total en 1992 ascendió a 515.788 millones de
pesetas, lo que representaba el 10,8 de los gastos Totales
en Prestaciones (GTP).

3 Recomendación Décima del pacto de Toledo: “La edad
de jubilación debe ser flexible y dotada de los caracteres
de gradualidad y progresividad. De igual modo el acce -
so a la pensión de jubilación no debe impedir una pres -
encia social activa del pensionista. En tal sentido y sin
perjuicio de mantener la edad ordinaria de jubilación a
los 65 años, resulta muy aconsejable, en términos
financieros y sociales, facilitar la prolongación volun -
taria de la vida activa de quienes libremente lo deseen. A
tal efecto, cave regular la exoneración total o parcial, en
función de la jornada, de la obligación de cotizar en
aquellos supuestos que el trabajador opte por per -
manecer en activo con suspensión pro p o rcional del
percibo de la pensión.
De igual modo, se mantendrán los sistemas de jubilación
anticipada ligados a los contratos de relevo y de sustitu -
ción ya previstos en la legislación vigente”

4 El sistema chileno de pensiones, es fundamentalmente
un sistema de capitalización. Se basa en que cada traba-
jador aporta un % de su sueldo: un 10% si cubre sola-
mente la pensión por jubilación y un 24,60% si se pre-
tende se cubran otras prestaciones –enfermedad, mater-
nidad, viudedad, accidentes de trabajo, etc.-
esta aportación se realiza a una Entidad Privada que ges-
tiona el dinero depositado (Administradora de Fondos de
Pensiones –AFP-), la cual a su vez, con entidades asegu-
radoras “amigas”, contrata una prima de riesgos que
cubre contingencias de invalidez y fallecimiento, lo cual

le supone al trabajador otro 3% de cotización adicional
para estas contingencias. El sistema se completa con la
cobertura por parte del Estado de la pensión mínima en
caso de problemas.

5 La asistencialización de la protección debilita seri-
amente el principio de la suficiencia de las prestaciones,
el cual en el caso español ha sufrido severas limitaciones
en beneficio de mecanismos complementarios de asegu-
ramiento de tipo privado.

6 El concepto de ciudadanía es esencial en cuanto se
refiere a cualquier persona que obtenido este “statu” es
portadora de derechos. A las personas inmigrantes se les
niegan los papeles porque lo que los Estados no están dis-
puestos a reconocer es su existencia como ciudadanos, si
en cambio como mano de obra barata, esclava, explotada
y mantenedora en algunos casos de los estándares de
bienestar de los primeros mundos en los cuales recalan.

7 Tasa de dependencia : relación de personas con 65 años
y mas sobre los activos/as potenciales.

8 Más del 60% de las pensiones contributivas que ascien-
den a finales del 2002 a 4,6 millones, se encuentran por
debajo del salario mínimo, 442 euros. Las pensiones
medias se fijan en 588 euros. Y dentro del segmento de
contributivas, 1,5 millones de personas percibe pensión
de viudedad, siendo el titular de las mismas en un 93%
mujeres, con un importe medio de 368 euros. 

9 Escritor británico, nacido en Rotterdam (1670-1733).
Su obra más famosa “La fábula de las abejas o vicios pri-
vados y beneficios públicos” (1714), se convirtió en el
manual del liberalismo.

10 Inexorable: que no se puede evitar.

11 De esta forma lo que para l@s inmigrantes -personales
protagonistas-, es la historia de su drama y de las mil
penalidades que acarrean las historias migratorias, para
empresarios y hogares que emplean asalariados de los
sectores que estimulan los flujos, es el regalo de encon-
trar mano de obra en condiciones de flexibilidad tales que
la esclavitud es la mejor manera de definir la situación.
Para el resto de ciudadan@s beneficiario del Estado
Asistencial le devuelve la certeza de un futuro cierto: exi-
stirá un ejército de subsaharianos, caribeños, sudameri-
canos, andinos, etc. que “están trabajando para pagar los
gastos de nuestra vejez...” los problemas asociados son
tolerable o simplemente escondidos para ese ciudadano/a
que consiente, tolera y legitima una Ley de Extranjería
como la de España y una zona Shegen a nivel europeo.
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